
 

 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico 

TRIBUNAL DE APELACIONES 

REGIÓN JUDICIAL DE SAN JUAN-CAGUAS 

PANEL III 

 

ALIX MIRIAM CABAN 

VELEZ 

Recurrido  

 

v. 

 

FELIX JUAN SANDOVAL 

OROZCO 

Peticionario 

 

 

 

 

KLCE201601587 

Certiorari 

Procedente del 

Tribunal de 

Primera 

Instancia, Sala 

de San Juan 

 

K AC2011-1162 

(905) 

Panel integrado por su presidente, el Juez Ramírez 

Nazario, el Juez Rodríguez Casillas y el Juez 

Candelaria Rosa 

 

Ramírez Nazario, Erik Juan, Juez Ponente 

 

RESOLUCION 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

Comparece el señor Félix Juan Sandoval Orozco 

(señor Sandoval o peticionario) y nos solicita que 

revoquemos la Resolución emitida el 3 de agosto de 

2016 y notificada el 5 de agosto del mismo mes y año, 

por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de San Juan 

(TPI). Mediante la referida Resolución, el TPI declaró 

No Ha Lugar la Moción en Cumplimiento de Orden, 

Reconsideración y Oposición a Réplica presentada por 

el señor Sandoval. 

Considerado el recurso presentado a la luz del 

derecho aplicable, resolvemos denegar el auto 

solicitado.  

I. 

El 24 de octubre de 2011 la señora Alix Miriam 

Caban Vélez (señora Caban o recurrida) presentó una 

demanda contra el señor Sandoval. En dicha demanda 
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solicitó la división de la comunidad de bienes 

existente luego del divorcio entre ellos. El 16 de 

diciembre de 2011 el señor Sandoval presentó su 

contestación a la demanda y alegó que los bienes en 

controversia eran de carácter privativo. Luego de que 

el peticionario presentará una reconvención, el 5 de 

junio de 2012 las partes presentaron el Informe para 

el Manejo del Caso.  

Luego de varios trámites procesales y de una 

paralización de los procedimientos por el señor 

Sandoval acogerse a la protección de la Ley de 

Quiebras, el 12 de noviembre de 2015 el TPI emitió 

Orden mediante la cual ordenó la continuación de los 

procedimientos. El 13 de abril de 2016 las partes 

presentaron el Informe con Antelación a Juicio. Varios 

días después, el 21 de abril de 2016 el TPI emitió una 

Orden pautando la Vista para Marcar Prueba a ser 

celebrada el 17 de agosto de 2016. 

Posteriormente, el 23 de mayo de 2016 el señor 

Sandoval presentó una Moción urgente ante el TPI 

solicitando que se tomará conocimiento de unas 

certificaciones negativas de varios bancos y una 

información relacionada al carácter privativo de unos 

inmuebles. Ese mismo día, el peticionario presentó una 

Moción Informativa informándole al TPI su intención de 

notificarle a la recurrida un requerimiento de 

admisiones, un requerimiento de documentos y un 

interrogatorio. A raíz de ello, mediante Orden emitida 

el 24 de junio de 2016, el TPI ordenó a la parte 

recurrida a expresarse en un término de cinco (5) 
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días. El 11 de julio de 2016 la señora Caban presentó 

su oposición a la Moción urgente presentada por el 

señor Sandoval.  

Así las cosas, el 15 de julio de 2016 el TPI 

emitió una Orden mediante la cual le concedió un 

término de cinco (5) días al señor Sandoval para que 

se expresara en torno a la Réplica a Moción Urgente 

presentada por la recurrida. A su vez, el TPI advirtió 

que no había autorizado descubrimiento de prueba 

adicional por lo que la señora Caban no tenía que 

cumplir con el mismo.  

El 21 de julio de 2016, el señor Sandoval 

presentó una Moción en Cumplimiento de Orden, 

Reconsideración y Oposición a Réplica. Mediante dicha 

moción el aquí peticionario se reiteró en sus 

argumentos y solicitó la reconsideración de la 

solicitud de descubrimiento de prueba ya que según él 

no era un asunto nuevo que se quería descubrir. El 3 

de agosto de 2016, el TPI emitió una Resolución que 

lee como sigue:  

“A la Moción en cumplimiento de orden, 

reconsideración y oposición a réplica 

presentada por la parte demandada el 21 de 

julio de 2016, se declara No Ha Lugar. No se 

autoriza el descubrimiento de prueba 

solicitado por la parte demandada. En el 

juicio, se desfilará la prueba de las partes 

y el Tribunal determinará el carácter 

ganancial o privativo de los bienes.”
1
 

 

Inconforme, el señor Sandoval acude ante nosotros 

mediante recurso de certiorari. Dicho recurso vino 

acompañado de una Moción en Auxilio de Jurisdicción y 

Paralización de los Procedimientos de la Vista pautada 

                                                 
1
 Véase Apéndice del Recurso, pág. 199. 
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para el 31 de agosto, 1 y 2 de septiembre de 2016, 

presentada el 30 de agosto de 2016 por el 

peticionario. Mediante Resolución de 30 de agosto de 

2016, declaramos No Ha Lugar dicha moción. No 

obstante, en su recurso el señor Sandoval señaló los 

siguientes errores:  

Erró el Tribunal de Primera Instancia al no 

permitir que la parte demandante provea 

información, a pesar de que existe un deber 

continuo de proveer la misma.  

 

Erró el Tribunal de Primera Instancia al no 

emitir una Resolución determinando el 

carácter privativo de los certificados de 

depósitos pertenecientes al demandado-

peticionario, y en la alternativa celebrar 

una vista argumentativa con relación a 

permitir o no prueba documental para poder 

hacer determinaciones de hechos y 

determinaciones de derecho en vías de la 

economía procesal. 

 

II. 

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha establecido 

que como regla general este Tribunal de Apelaciones no 

intervendrá en el manejo del caso ante la 

consideración del TPI. Ello así, salvo que hubiera 

prejuicio, parcialidad, craso abuso de discreción o 

error en la aplicación de una norma procesal o de 

derecho sustantivo y que nuestra intervención en esa 

etapa evitará un prejuicio sustancial. Lluch v España 

Service Sta., 117 D.P.R. 729, 743 (1986).  

En ese mismo tenor, se ha resuelto que “los 

tribunales apelativos no debemos, con relación a 

determinaciones interlocutorias discrecionales 

procesales, sustituir nuestro criterio por el 

ejercicio de discreción del tribunal de instancia, 

salvo cuando dicho foro haya incurrido en 
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arbitrariedad o craso abuso de discreción.” Meléndez 

v. Caribbean Intl. News, 151 D.P.R. 649 (2000). Como 

corolario de lo anterior, los foros apelativos no 

deben intervenir con las determinaciones de los 

tribunales sentenciadores que estén enmarcadas en el 

ejercicio de la discreción que se las ha concedido 

para encaminar procesalmente los asuntos que tienen 

pendientes. En situaciones excepcionales, claro está, 

tales actuaciones serán objeto de revisión si son 

arbitrarias, constitutivas de un craso abuso de 

discreción, o basadas en una determinación errónea que 

a su vez haya causado un grave perjuicio a una de los 

partes. Rebollo López v. Gil Bonar, 148 D.P.R. 673 

(1999).  

Como es sabido, los tribunales de instancia 

tienen amplia discreción para regular el ámbito del 

descubrimiento de prueba, pues es su obligación 

garantizar una solución justa, rápida y económica del 

caso, sin ventajas para ninguna de las partes. Rivera 

y otros v. Bco. Popular, 152 D.P.R. 140, 154 (2000); 

Martínez Rivera v. Tribunal Superior, 85 D.P.R. 1, 13 

(1962). En, Rivera y otros v Bco. Popular, supra, el 

Tribunal Supremo explicó que mediante la amplia 

discreción del foro de instancia para regular el 

ámbito del descubrimiento de prueba de las Reglas de 

Procedimiento Civil, se evita la posibilidad de que 

alguna de las partes abuse de la utilización de este 

mecanismo. Id.  Por lo tanto, el Tribunal de Primera 

Instancia tiene amplia discreción para acortar o 

extender el período de descubrimiento de prueba. 



 
 

 
KLCE201601587 

 

6 

Aponte v. Sears Roebuck de PR Inc., 129 DPR 1042 

(1992) 

Los tribunales apelativos no deben interferir con 

el ejercicio de la facultad discrecional que tienen 

los tribunales de primera instancia en el ámbito del 

descubrimiento de prueba, salvo que se demuestre 

prejuicio o parcialidad, craso abuso de discreción o 

error en la aplicación de una norma procesal o de 

derecho sustantivo. Pueblo v. Dávila Delgado, 143 DPR 

157, 171 (1997); Pueblo v. Ortega Santiago, 125 DPR 

203, 211; Pueblo v. Sánchez González, 90 D.P.R. 197, 

200 (1964).   

Claro está, esa discreción no opera en el vacío. 

Para guiar el ejercicio de nuestra discreción, la 

Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones 

enumera siete criterios que el tribunal considerará al 

determinar si expide o no un auto de certiorari. Estos 

son:  

A. Si el remedio y la disposición de la 

decisión recurrida, a diferencia de sus 

fundamentos, son contrarios a derecho.  

 

B. Si la situación de hechos planteada es la 

más indicada para el análisis del 

problema.  

 

C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o 

error craso y manifiesto en la apreciación 

de la prueba por el Tribunal de Primera 

Instancia.  

 

D. Si el asunto planteado exige consideración 

más detenida a la luz de los autos 

originales, los cuales deberán ser 

elevados, o de alegatos más elaborados.  

 

E. Si la etapa del procedimiento en que se 

presenta el caso es la más propicia para 

su consideración.  

 

https://a.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1990191063&pubNum=2995&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)%22%20/l%20%22co_pp_sp_2995_211%22%20/h
https://a.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1990191063&pubNum=2995&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)%22%20/l%20%22co_pp_sp_2995_211%22%20/h
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F. Si la expedición del auto o de la orden de 

mostrar causa no causan un fraccionamiento 

indebido del pleito y una dilación 

indeseable en la solución final del 

litigio.  

 

G. Si la expedición del auto o de la orden de 

mostrar causa evita un fracaso de la 

justicia.  

4 L.P.R.A. Ap. XXII-B, R. 40.  

III. 

Discutiremos en conjunto los errores señalados. 

En este caso el peticionario cuestiona la 

determinación del TPI de no autorizar su solicitud de 

descubrimiento de prueba. A su vez, alega que incidió 

el TPI al no emitir una determinación declarando el 

carácter privativo de los certificados de depósitos. 

Al examinar el expediente encontramos que el TPI 

determinó no autorizar la solicitud del señor Sandoval 

para realizar un descubrimiento de prueba adicional. 

De igual forma, el TPI puntualizo en su Resolución que 

en el juicio en su fondo las partes tendrán la 

oportunidad de presentar prueba y es allí donde se 

determinará si los bienes en controversia son de 

carácter privativo o ganancial.  

A tenor con el derecho antes esbozado, concluimos 

que no se cometió ninguno de los errores señalados. 

Como vimos, el extender o acortar el término para 

descubrir prueba recae en la discreción del juzgador 

de los hechos. Le corresponde al TPI determinar cuándo 

termina el procedimiento para descubrir prueba. La 

solicitud de descubrimiento de prueba adicional 

presentada por el señor Sandoval es tardía e 
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inoportuna y conceder la misma provocaría una dilación 

innecesaria del procedimiento.  

A su vez, el señalamiento de error relacionado a 

la naturaleza de los bienes en controversia tampoco se 

sostiene. La solicitud que nos hace el señor Sandoval 

es precisamente lo que el TPI va a determinar en el 

juicio en su fondo. El carácter privativo o ganancial 

de dichos bienes es asunto a determinarse por el TPI y 

no mediante el presente recurso. 

En fin, no encontramos razón para intervenir con 

la discreción ejercida por el foro recurrido. Su 

determinación recurrida es correcta y a tono con el 

estado de derecho vigente. No es una arbitraria o 

caprichosa, que pueda ser catalogada como un abuso de 

discreción, o que se ha actuado con prejuicio o 

parcialidad, o que se equivocó en la interpretación de 

alguna norma procesal o sustantiva, de manera que se 

lesionen derechos de las partes en forma alguna.  

A la luz de la Regla 40 de este Tribunal, 4 

L.P.R.A. Ap. XX-B, R. 40, resolvemos en el presente 

caso no está presente ninguno de los criterios 

esbozados por la Regla 40 de nuestro Reglamento, que 

nos mueva a atender la solicitud de expedición del 

recurso ante nosotros.  

IV. 

Por los fundamentos expuestos, se deniega la 

expedición del auto solicitado. 

 Adelántese por correo electrónico, fax o teléfono 

y notifíquese por la vía ordinaria. 
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Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

 

 

Lcda.  Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


